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JEFATURA DEL ESTADO

Igualdad de género

Ley 9/2009, de 6 de octubre, de amplia-
ción de la duración del permiso de pater-
nidad en los casos de nacimiento, adop-
ción o acogida. («BOE» núm. 242 de 7 de 
octubre de 2009.)

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y 
entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han 
aprobado y Yo vengo en sancionar la si-
guiente ley.

PREÁMBULO

La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de mu-
jeres y hombres, estableció un conjunto 
de medidas para favorecer y fomentar la 
conciliación de la vida personal, familiar 
y laboral.

Según establece la propia exposición 
de motivos, la medida más innovadora en 
este sentido es «el permiso de paternidad 
de trece días de duración, ampliable en 
caso de parto múltiple en dos días más 
por cada hijo o hija a partir del segundo». 
Se establece que «se trata de un derecho 
individual y exclusivo del padre, que se 
reconoce tanto en los supuestos de pater-

nidad biológica como en los de adopción 
y acogimiento».

En aras a una política positiva hacia la 
figura del padre, que permita incentivar 
la implicación de los hombres en las res-
ponsabilidades familiares, la presente Ley 
plantea la ampliación del período de pa-
ternidad a cuatro semanas, exclusivo para 
el padre.

En las disposiciones adicionales, se 
insta al Gobierno a que, en el marco de 
sus competencias y de acuerdo con las 
Comunidades Autónomas y los agentes 
sociales, lleve a cabo campañas de sen-
sibilización con la finalidad de dar a co-
nocer los nuevos derechos que podrán 
disfrutar los padres e incentivar la distri-
bución a partes iguales de las responsa-
bilidades familiares entre el padre y la 
madre, así como a presentar anualmente 
a las Cortes Generales un seguimiento 
estadístico de las medidas introducidas 
para conocer su impacto social.

Finalmente, la disposición final se-
gunda establece que la Ley entrará en 
vigor a partir del 1 de enero de 2011.

Artículo 1.  Modificación del Real De-
creto Legislativo 1/1995, de 24 de mar-
zo, por el que se aprueba el texto re-
fundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores.

Se modifica el artículo 48 bis del Real 
Decreto Legislativo 1/1995, quedando 
redactado en los siguientes términos:

Disposiciones generales

–  2553  –

Boletín núm. 2096–Pág. 19



–  2554  –

           

«Artículo 48 bis.  Suspensión del con-
trato de trabajo por paternidad.

En los supuestos de nacimiento de 
hijo, adopción o acogimiento de acuerdo 
con el artículo 45.1.d) de esta Ley, el 
trabajador tendrá derecho a la suspensión 
del contrato durante cuatro semanas inin-
terrumpidas, ampliables en el supuesto 
de parto, adopción o acogimiento múlti-
ples en dos días más por cada hijo a partir 
del segundo. Esta suspensión es indepen-
diente del disfrute compartido de los pe-
ríodos de descanso por maternidad regu-
lados en el artículo 48.4.

En el supuesto de parto, la suspensión 
corresponde en exclusiva al otro proge-
nitor. En los supuestos de adopción o 
acogimiento, este derecho corresponderá 
sólo a uno de los progenitores, a elección 
de los interesados; no obstante, cuando 
el período de descanso regulado en el 
artículo 48.4 sea disfrutado en su tota-
lidad por uno de los progenitores, el de-
recho a la suspensión por paternidad 
únicamente podrá ser ejercido por el 
otro.

El trabajador que ejerza este derecho 
podrá hacerlo durante el período com-
prendido desde la finalización del per-
miso por nacimiento de hijo, previsto 
legal o convencionalmente, o desde la 
resolución judicial por la que se consti-
tuye la adopción o a partir de la decisión 
administrativa o judicial de acogimiento, 
hasta que finalice la suspensión del con-
trato regulada en el artículo 48.4 o inme-
diatamente después de la finalización de 
dicha suspensión.

La suspensión del contrato a que se 
refiere este artículo podrá disfrutarse en 
régimen de jornada completa o en ré-
gimen de jornada parcial de un mínimo 
del 50 por ciento, previo acuerdo entre el 
empresario y el trabajador, y conforme se 
determine reglamentariamente.

El trabajador deberá comunicar al em-
presario, con la debida antelación, el 
ejercicio de este derecho en los términos 

establecidos, en su caso, en los conve-
nios colectivos.»

Artículo 2.  Modificación de la Ley 
30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública.

Se modifica la letra a) del artículo 30.1 
de la Ley 30/1984, que quedará redac-
tado en los siguientes términos:

«Artículo 30.  Permisos.

1.  Se concederán permisos por las 
siguientes causas justificadas:

a)  Por el nacimiento, acogimiento, o 
adopción de un hijo, cuatro semanas a 
disfrutar por el padre a partir de la fecha 
del nacimiento, de la decisión adminis-
trativa o judicial de acogimiento o de la 
resolución judicial por la que se consti-
tuya la adopción.»

Artículo 3.  Modificación de la Ley Or-
gánica 3/2007, de 22 de marzo.

Se suprime la disposición transitoria 
novena de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 
de marzo.

Disposición adicional primera.

El Gobierno, en el marco de sus com-
petencias y de acuerdo con las Comuni-
dades Autónomas y de los agentes so-
ciales, impulsará campañas para dar a 
conocer a los padres los derechos que les 
otorga la Ley en referencia a la paternidad 
y campañas de sensibilización para pro-
mover que los hombres asuman una parte 
igual de responsabilidades familiares.

Disposición adicional segunda.

El Gobierno, con carácter anual, de-
berá presentar a las Cortes Generales un 
seguimiento estadístico de las medidas 
introducidas en la presente Ley y su grado 
de aplicación.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas todas aquellas dispo-
siciones de igual o inferior rango que se 
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opongan a lo que establece la presente 
Ley.

Disposición final primera.

Se autoriza al Gobierno a dictar todas 
aquellas disposiciones de aplicación y 
desarrollo de la presente Ley que sean 
necesarias, incluidas las relativas al ré-
gimen económico y financiero.

Disposición final segunda.

La presente Ley entrará en vigor a partir 
del 1 de enero de 2011.

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particu-
lares y autoridades, que guarden y hagan 
guardar esta ley.

Madrid, 6 de octubre de 2009.

JUAN CARLOS R.

 El Presidente del Gobierno,
 JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

Acuerdos internacionales

Instrumento de Ratificación del 
Protocolo n.º 4 al Convenio para la pro-
tección de los Derechos Humanos y de 
las Libertades Fundamentales, recono-
ciendo ciertos derechos y libertades, 
además de los que ya figuran en el Con-
venio y Protocolo Adicional al Convenio 
(Convenio n.º 46 del Consejo de Europa), 
hecho en Estrasburgo el 16 de septiembre 
de 1963. («BOE» núm. 247 de 13 de oc-
tubre de 2009.)

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 23 de febrero de 
1978, el Plenipotenciario de España, 
nombrado en buena y debida forma al 
efecto, firmó en Estrasburgo el Protocolo 

número 4 al Convenio para la Protección 
de los Derechos Humanos y de las Liber-
tades Fundamentales, reconociendo 
ciertos derechos y libertades, además de 
los que ya figuran en el Convenio y Pro-
tocolo Adicional al Convenio, hecho en 
Estrasburgo el 16 de septiembre de 1963,

Vistos y examinados los siete artículos 
del Protocolo,

Concedida por las Cortes Generales la 
autorización prevista en el artículo 94.1 
de la Constitución,

Vengo en aprobar y ratificar cuanto en 
el mismo se dispone, como en virtud del 
presente lo apruebo y ratifico, prome-
tiendo cumplirlo, observarlo y hacer que 
se cumpla y observe puntualmente en 
todas sus partes, a cuyo fin, para su mayor 
validación y firmeza mando expedir este 
Instrumento de Ratificación firmado por 
Mí, debidamente sellado y refrendado por 
el infrascrito Ministro de Asuntos Exte-
riores y de Cooperación, con la siguiente 
Declaración:

España formulará la siguiente Declara-
ción para el caso de que el presente Con-
venio del Consejo de Europa sea exten-
dido por el Reino Unido a Gibraltar:

1.  Gibraltar es un territorio no autó-
nomo de cuyas relaciones exteriores es 
responsable el Reino Unido y que está 
sometido a un proceso de descoloniza-
ción de acuerdo con las decisiones y re-
soluciones pertinentes de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas.

2.  Las autoridades de Gibraltar tienen 
un carácter local y ejercen competencias 
exclusivamente internas que tienen su 
origen y fundamento en la distribución y 
atribución de competencias efectuadas 
por el Reino Unido, de conformidad con 
lo previsto en su legislación interna, en su 
condición de Estado soberano del que 
depende el citado territorio no autónomo.

3.  En consecuencia, la eventual par-
ticipación de las autoridades gibralta-
reñas en la aplicación del presente Con-
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venio se entenderá realizada exclusiva-
mente en el marco de las competencias 
internas de Gibraltar y no podrá conside-
rarse que produce cambio alguno res-
pecto de lo previsto en los dos párrafos 
precedentes.

Dado en Madrid, a 28 de agosto de 2009.

JUAN CARLOS R.

 El Ministro de Asuntos Exteriores  
 y de Cooperación,
 MIGUEL ÁNGEL MORATINOS CUYAUBÉ

Corrección de errores del Instru-
mento de Ratificación del Tratado rela-
tivo al Eurocuerpo y al Estatuto de su 
Cuartel General, hecho en Bruselas el 22 
de noviembre de 2004. (Publicado en el 
«BOE» núm. 247 de 13 de octubre de 
2009.)

Instrumento de Ratificación del 
Protocolo n.º 7 al Convenio para la 
protección de los Derechos Humanos y 
de las Libertades Fundamentales (Con-
venio n.º 117 del Consejo de Europa), 
hecho en Estrasburgo el 22 de noviembre 
de 1984. («BOE» núm. 249 de 15 de oc-
tubre de 2009.)

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 22 de noviembre de 
1984, el Plenipotenciario de España, 
nombrado en buena y debida forma al 
efecto, firmó en Estrasburgo el Protocolo 
número 7 al Convenio para la Protección 
de los Derechos Humanos y de las Liber-
tades Fundamentales, hecho en el mismo 
lugar y fecha, 

Vistos y examinados los diez artículos 
del Protocolo, 

Concedida por las Cortes Generales la 
Autorización prevista en el artículo 94.1 
de la Constitución, 

Vengo en aprobar y ratificar cuanto en 
el mismo se dispone, como en virtud del 
presente lo apruebo y ratifico, prome-
tiendo cumplirlo, observarlo y hacer que 
se cumpla y observe puntualmente en 
todas sus partes, a cuyo fin, para su mayor 
validación y firmeza , 

Mando expedir este Instrumento de 
Ratificación firmado por Mí, debidamente 
sellado y refrendado por el infrascrito Mi-
nistro de Asuntos Exteriores y de Coope-
ración, con la siguiente Declaración: 

España formulará la siguiente Declara-
ción para el caso de que el presente Con-
venio del Consejo de Europa sea exten-
dido por el Reino Unido a Gibraltar: 

1.  Gibraltar es un territorio no autó-
nomo de cuyas relaciones exteriores es 
responsable el Reino Unido y que está 
sometido a un proceso de descoloniza-
ción de acuerdo con las decisiones y re-
soluciones pertinentes de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas. 

2.  Las autoridades de Gibraltar tienen 
un carácter local y ejercen competencias 
exclusivamente internas que tienen su 
origen y fundamento en la distribución y 
atribución de competencias efectuadas 
por el Reino Unido, de conformidad con 
lo previsto en su legislación interna, en su 
condición de Estado soberano del que 
depende el citado territorio no autónomo. 

3.  En consecuencia, la eventual par-
ticipación de las autoridades gibralta-
reñas en la aplicación del presente Con-
venio se entenderá realizada exclusiva-
mente en el marco de las competencias 
internas de Gibraltar y no podrá conside-
rarse que produce cambio alguno res-
pecto de lo previsto en los dos párrafos 
precedentes. 

Dado en Madrid, a 28 de agosto de 2009. 
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JUAN CARLOS R. 

 El Ministro de Asuntos Exteriores  
 y de Cooperación, 
 Miguel Ángel Moratinos Cuyaubé

CONSEJO DE EUROPA

Número 117

PROTOCOLO NÚMERO 7 AL CONVENIO PARA LA 
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS Y 

LIBERTADES FUNDAMENTALES

Estrasburgo, 22-XI-1984

Los Estados miembros del Consejo de 
Europa, signatarios del presente Protocolo;

Resueltos a tomar ulteriores medidas 
para asegurar la garantía colectiva de al-
gunos derechos y libertades por medio 
del Convenio para la Protección de los 
Derechos Humanos y las Libertades Fun-
damentales, firmado en Roma el 4 de 
noviembre de 1950 (denominado en lo 
sucesivo «el Convenio»),

Han convenido lo siguiente:

Artículo 1.

1.  El extranjero que resida legalmente 
en el territorio de un Estado solamente 
podrá ser expulsado en ejecución de una 
resolución adoptada conforme a la ley, y 
deberá poder:

a)  hacer valer las razones que se 
opongan a su expulsión;

b)  hacer que se examine su caso, y

c)  hacerse representar en esas ac-
ciones ante la autoridad competente o 
ante una o varias personas designadas 
por dicha autoridad.

2.  El extranjero podrá ser expulsado 
antes de hacer valer los derechos que fi-
guran en los apartados a), b) y c) del pá-
rrafo 1 de este artículo cuando su expul-
sión sea necesaria en interés del orden 

público o se base en motivos de segu-
ridad nacional.

Artículo 2.

1.  Toda persona declarada culpable 
de una infracción penal por un tribunal 
tendrá derecho a hacer que la declara-
ción de culpabilidad o la condena sea 
examinada por un órgano jurisdiccional 
superior. El ejercicio de ese derecho, in-
cluidos los motivos por los que podrá 
ejercerse, se regularán por la ley.

2.  Este derecho podrá ser objeto de 
excepciones para infracciones penales de 
menor gravedad según las define la ley, o 
cuando el interesado haya sido juzgado 
en primera instancia por el más alto ór-
gano jurisdiccional o haya sido declarado 
culpable y condenado a resultas de un 
recurso contra su absolución.

Artículo 3.

Cuando una sentencia penal condena-
toria firme resulte posteriormente anu-
lada o se conceda una medida de gracia 
porque un hecho nuevo o nuevas revela-
ciones demuestren que ha habido error 
judicial, la persona que haya sufrido la 
pena en virtud de esa condena será in-
demnizada conforme a la ley o al uso 
vigente en el Estado respectivo, excepto 
cuando se pruebe que la no revelación en 
tiempo oportuno del hecho desconocido 
fuere imputable total o parcialmente a 
dicha persona.

Artículo 4.

1.  Nadie podrá ser inculpado o san-
cionado penalmente por un órgano juris-
diccional del mismo Estado, por una in-
fracción de la que ya hubiere sido ante-
riormente absuelto o condenado en virtud 
de sentencia definitiva conforme a la ley 
y al procedimiento penal de ese Estado.

2.  Lo dispuesto en el párrafo anterior 
no impedirá la reapertura del proceso, 
conforme a la ley y al procedimiento 
penal del Estado interesado, si hechos 
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nuevos o nuevas revelaciones o un vicio 
esencial en el proceso anterior pudieran 
afectar a la sentencia dictada.

3.  No se autorizará derogación al-
guna del presente artículo invocando el 
artículo 15 del Convenio.

Artículo 5.

Los cónyuges gozarán de igualdad de 
derechos y de responsabilidades civiles 
entre sí y en sus relaciones con sus hijos 
por lo que respecta al matrimonio, du-
rante el mismo y en caso de su disolu-
ción. Este artículo no impedirá a los Es-
tados tomar las medidas necesarias en 
beneficio de los hijos.

Artículo 6.

1.  Cualquier Estado podrá designar, 
en el momento de la firma o del depósito 
de su instrumento de ratificación, acepta-
ción o aprobación, el territorio de todo el 
Estado en el que se aplique el presente 
Protocolo, indicando la medida en que se 
compromete a que se apliquen a ese te-
rritorio las disposiciones del mismo.

2.  Cualquier Estado, en cualquier 
otro momento posterior y mediante una 
declaración dirigida al Secretario General 
del Consejo de Europa, podrá extender la 
aplicación del presente Protocolo a cual-
quier otro territorio designado en la de-
claración. El Protocolo entrará en vigor 
respecto de ese territorio el primer día del 
mes siguiente a la expiración de un pe-
ríodo de dos meses después de haber 
recibido el Secretario General dicha de-
claración.

3.  Toda declaración hecha con 
arreglo a los dos párrafos precedentes 
podrá retirarse o modificarse por lo que 
respecta a cualquier territorio designado 
en esa declaración, mediante notifica-
ción dirigida al Secretario General. La 
retirada o la modificación tendrá efecto 
el primer día del mes siguiente a la expi-
ración de un período de dos meses des-

pués de haber recibido el Secretario Ge-
neral la notificación.

4.  Una declaración hecha conforme 
a este artículo se considerará como hecha 
en conformidad con el párrafo 1 del ar-
tículo 63 del Convenio.

5.  El territorio de todo el Estado al que 
se aplique el presente Protocolo en virtud 
de su ratificación, de su aceptación o de 
su aprobación por dicho Estado, y cada 
uno de los territorios a los que el Protocolo 
se aplique en virtud de una declaración 
suscrita por dicho Estado en conformidad 
con el presente artículo, podrán conside-
rarse como territorios distintos a los efectos 
de la referencia al territorio de un Estado 
contenida en el artículo 1.

Artículo 7.

1.  Los Estados Partes considerarán los 
artículos 1 a 6 de este Protocolo como 
artículos adicionales al Convenio, y todas 
las disposiciones del Convenio se apli-
carán en consecuencia.

2.  No obstante, el derecho de recurso 
individual reconocido por una declara-
ción hecha en virtud del artículo 25 del 
Convenio, o el reconocimiento de la ju-
risdicción obligatoria del Tribunal hecho 
por una declaración en virtud del artículo 
46 del Convenio, solo se ejercerá en lo 
que concierne al presente Protocolo en la 
medida en que el Estado interesado haya 
declarado reconocer dicho derecho o 
aceptar dicha jurisdicción para los ar-
tículos 1 a 5 del Protocolo.

Artículo 8.

El presente Protocolo queda abierto a 
la firma de los Estados miembros del Con-
sejo de Europa signatarios del Convenio. 
Estará sometido a ratificación, aceptación 
o aprobación. Un Estado miembro del 
Consejo de Europa no podrá ratificar, 
aceptar o aprobar el presente Protocolo 
sin haber ratificado simultánea o anterior-
mente el Convenio. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación 
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serán depositados ante el Secretario Ge-
neral del Consejo de Europa. 

Artículo 9.

1.  El presente Protocolo entrará en 
vigor el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un período de dos meses 
después de la fecha en la que siete Es-
tados miembros hayan expresado su con-
sentimiento a quedar vinculados por el 
Protocolo conforme a lo dispuesto en el 
artículo 8.

2.  Para todo Estado miembro que ex-
prese ulteriormente su consentimiento a 
quedar vinculado por el Protocolo, éste 
entrará en vigor el primer día del mes si-
guiente a la expiración de un período de 
dos meses después de la fecha del depó-
sito del instrumento de ratificación, acep-
tación o aprobación.

Artículo 10.

El Secretario General del Consejo de 
Europa notificará a todos los Estados 
miembros de este Consejo:

a)  cualquier firma;

b)  el depósito de cualquier instrumento 
de ratificación, aceptación o aprobación;

c)  cualquier fecha de entrada en 
vigor del presente Protocolo conforme a 
sus artículos 6 y 9;

d)  cualquier otro acto, notificación o 
declaración relacionados con el presente 
Protocolo.

En fe de lo cual, los abajo firmantes, 
debidamente autorizados para ello, han 
firmado el presente Protocolo.

Hecho en Estrasburgo, el 22 de no-
viembre de 1984, en francés e inglés, 

siendo ambos textos igualmente auténticos, en un único ejemplar que se depositará 
en los archivos del Consejo de Europa. El Secretario General del Consejo de Europa 
remitirá copia certificada conforme a cada uno de los Estados miembros del Consejo 
de Europa.

ESTADOS PARTE

Fecha de la firma Fecha de depósito 
del Instrumento Entrada en vigor

Albania ........................................ 02-10-1996 02-10-1996 R 01-01-1997
Alemania ..................................... 19-03-1985
Andorra ....................................... 31-05 2007 06-05-2008 R 01-08-2008
Armenia ...................................... 25-01-2001 26 04-2002 R 01-07-2002
Austria ......................................... 19-03-1985 14-05-1986 R 01-11-1988 (*)
Azerbaiyán .................................. 25-01-2001 15-04-2002 R 01-07-2002 (*)
Bélgica ........................................ 11-05-2005
Bosnia y Herzegovina .................. 24-04-2002 12-07-2002 R 01-10-2002
Bulgaria ....................................... 03-11-1993 04-11-2000 R 01-02-2001
Croacia ........................................ 06-11-1996 05-11-1997 R 01-02-1988
Chipre ......................................... 02-12-1999 15-09-2000 R 01-12-2000
Dinamarca .................................. 22-11-1984 18-08-1988 R 01-11-1988 (*)
Eslovaquia (firma y ratificación por 

el Estado de Checoslovaquia) .... 21-02-1991 18-03-1992 R 01-01-1993
Eslovenia ..................................... 14-05-1993 28-06-1994 R 01-09-1994
España ......................................... 22-11-1984 16-09-2009 R 01-12-2009
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Estonia ......................................... 14-05-1993 16-04-1996 R 01-07-1996
Finlandia ..................................... 05-05-1989 10-05-1990 R 01-08-1990
Francia ........................................ 22-11-1984 17-02-1986 R 01-11-1988 (*)
Georgia ....................................... 17-06-1999 13-04-2000 R 01-07-2000
Grecia ......................................... 22-11-1984 29-10-1987 R 01-11-1988
Hungría ....................................... 06-11-1990 05-11-1992 R 01-02-1993
Irlanda ......................................... 11-12-1984 03-08-2001 R 01-11-2001
Islandia ........................................ 19-03-1985 22-05-1987 R 01-11-1988
Italia ............................................ 22-11-1984 07-11-1991 R 01-02-1992 (*)
Letonia ........................................ 21-03-1997 27-06-1997 R 01-09-1997
Liechtenstein ............................... 07-12-2004 08-02-2005 R 01-05-2005 (*)
Lituania ....................................... 14-05-1993 20-06-1995 R 01-09-1995
Luxemburgo ................................ 22-11-1984 19-04-1989 R 01-07-1989 (*)
Macedonia, ex República Yugos-

lava de .................................... 14-06-1996 10-04-1997 R 01-07-1997
Malta ........................................... 15-01-2003 15-01-2003 R 01-04-2003
Mónaco ....................................... 05-10-2004 30-11 2005 R 01-02-2006
Montenegro (firma y ratificación 

por el Estado Serbia y Monte-
negro) ...................................... 03-04-2003 03-03-2004 R 06-06-2006

Noruega ...................................... 22-11-1984 25-10-1988 R 01-01-1989
Países Bajos ................................. 22-11-1984
Polonia ........................................ 14-09-1992 04-12-2002 R 01-03-2003
Portugal ....................................... 22-11-1984 20-12-2004 R 01-03-2005 (*)
República Checa ......................... 21-02-1991 18-03-1992 R 01-01-1993
República de Moldavia ................ 02-05-1996 12-09-1997 R 01-12-1997
Rumanía ...................................... 04-11-1993 20-06-1994 R 01-09-1994
Rusia, Federación de ................... 28-02-1996 05-05-1998 R 01-08 1998
San Marino .................................. 01-03-1989 22-03-1989 R 01-06-1989 (*)
Serbia (firma y ratificación por el 

Estado de Serbia y Monte-
negro) ...................................... 03-04-2003 03-03-2004 R 01-06-2004

Suecia ......................................... 22-11-1984 08-11-1985 R 01 11-1988 (*)
Suiza ........................................... 28-02-1986 24-02-1988 R 01-11-1988
Turquía ........................................ 14-03-1985
Ucrania ....................................... 19-12-1996 11-09-1997 R 01-12-1997

Fecha de la firma Fecha de depósito 
del Instrumento Entrada en vigor

R: Ratificación.

(*) Reservas y Declaraciones (pendientes de traduc-
ción).

El presente Protocolo entró en vigor de 
forma general el 1 de noviembre de 1988 
y para España entrará en vigor el 1 de 
diciembre de 2009 de conformidad con 
lo establecido en su artículo 9.

Lo que se hace público para conoci-
miento general.

Madrid, 28 de septiembre de 2009.–El 
Secretario General Técnico del Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
Antonio Cosano Pérez. 
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Instrumento de Ratificación del 
Convenio del Consejo de Europa para 
la prevención del terrorismo (Convenio 
n.º 196 del Consejo de Europa), hecho en 
Varsovia el 16 de mayo de 2005. («BOE» 
núm. 250 de 16 de octubre de 2009.)

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 16 de mayo de 2005, 
el Plenipotenciario de España, nombrado 
en buena y debida forma al efecto, firmó 
en Varsovia el Convenio del Consejo de 
Europa para la prevención del terrorismo, 
hecho en Varsovia el 16 de mayo de 2005;

Vistos y examinados el preámbulo, los 
treinta y dos artículos y el Anexo del Con-
venio;

Concedida por las Cortes Generales la 
Autorización prevista en el artículo 94.1 
de la Constitución,

Vengo en aprobar y ratificar cuanto en 
el mismo se dispone, como en virtud del 
presente lo apruebo y ratifico, prome-
tiendo cumplirlo, observarlo y hacer que 
se cumpla y observe puntualmente en 
todas sus partes, a cuyo fin, para su mayor 
validación y firmeza,

Mando expedir este Instrumento de 
Ratificación firmado por Mí, debidamente 
sellado y refrendado por el infrascrito Mi-
nistro de Asuntos Exteriores y de Coope-
ración, con la siguiente declaración:

Para el caso de que el presente Con-
venio del Consejo de Europa para la pre-
vención del terrorismo, de fecha 16 de 
mayo de 2005, sea extendido por el Reino 
Unido a Gibraltar, el Reino de España 
desea formular la siguiente declaración:

1. Gibraltar es un territorio no autó-
nomo de cuyas relaciones exteriores es 
responsable el Reino Unido y que está 
sometido a un proceso de descoloniza-
ción de acuerdo con las decisiones y re-

soluciones pertinentes de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas.

2. Las autoridades de Gibraltar tienen 
un carácter local y ejercen competencias 
exclusivamente internas que tienen su 
origen y fundamento en la distribución y 
atribución de competencias efectuadas 
por el Reino Unido, de conformidad con 
lo previsto en su legislación interna, en su 
condición de Estado soberano del que 
depende el citado territorio no autó-
nomo.

3. En consecuencia, la eventual parti-
cipación de las autoridades gibraltareñas 
en la aplicación del presente Convenio se 
entenderá realizada exclusivamente en el 
marco de las competencias internas de 
Gibraltar y no podrá considerarse que 
produce cambio alguno respecto de lo 
previsto en los dos párrafos precedentes.

Dado en Madrid, a 23 de febrero de 
2009.

JUAN CARLOS R.

 El Ministro de Asuntos Exteriores 
  y de Cooperación,
 Miguel Ángel Moratinos Cuyaubé

CONVENIO DEL CONSEJO DE EUROPA PARA 
LA PREVENCIÓN DEL TERRORISMO

Los Estados miembros del Consejo de 
Europa y los demás signatarios;

Considerando que el objetivo del Con-
sejo de Europa es realizar una unión más 
estrecha entre sus miembros;

Reconociendo el interés de intensificar 
la cooperación con las demás Partes en el 
presente Convenio;

Deseando que se tomen medidas efi-
caces para prevenir el terrorismo y para 
hacer frente, en particular, a la provoca-
ción pública para cometer delitos terro-
ristas, así como al reclutamiento y al 
adiestramiento con fines terroristas;

Boletín núm. 2096–Pág. 27



–  2562  –

           

Conscientes de la grave inquietud que 
causa la multiplicación de los delitos te-
rroristas y el incremento de la amenaza 
terrorista;

Conscientes de la situación precaria a 
la que se enfrentan las personas debido 
al terrorismo, y reiterando, en ese con-
texto, su profunda solidaridad con las 
víctimas del terrorismo y sus familias;

Reconociendo que los delitos terro-
ristas, así como los previstos por el pre-
sente Convenio, sean quienes fueren sus 
autores, no son en ningún caso justifica-
bles con consideraciones de naturaleza 
política, filosófica, ideológica, racial, ét-
nica, religiosa o de cualquier otra natura-
leza similar, y recordando la obligación 
de las Partes de prevenir tales actos y, en 
su defecto, de perseguirlos y de asegu-
rarse de su castigo con penas que tengan 
en cuenta su gravedad;

Recordando la necesidad de reforzar 
la lucha contra el terrorismo y reiterando 
que todas las medidas tomadas para pre-
venir o reprimir los delitos terroristas 
deben respetar el Estado de Derecho y los 
valores democráticos, los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales, así 
como las demás disposiciones del de-
recho internacional, incluido el derecho 
internacional humanitario cuando sea 
aplicable;

Reconociendo que el presente Con-
venio no vulnera los principios estable-
cidos en relación con la libertad de ex-
presión y la libertad de asociación;

Recordando que los actos terroristas, 
por su naturaleza o contexto, tienen por 
objeto intimidar gravemente a una pobla-
ción, o presionar indebidamente a un 
gobierno o a una organización interna-
cional para que cumplan o se abstengan 
de cumplir cualquier acto, o para deses-
tabilizar gravemente o destruir las estruc-
turas fundamentales políticas, constitu-
cionales, económicas o sociales de un 
país o de una organización interna-
cional,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1.  Terminología.

1.  A los efectos del presente Con-
venio, se entenderá por «delito terrorista» 
cualquiera de los delitos incluidos en el 
ámbito de aplicación y definidos en uno 
de los tratados enumerados en el anexo.

2.  Al depositar su instrumento de ra-
tificación, aceptación, aprobación o ad-
hesión, un Estado o la Comunidad 
Europea, que no sea parte en alguno de 
los tratados enumerados en el anexo, 
podrá declarar que, cuando se aplique el 
presente Convenio a la Parte correspon-
diente, se considerará que el mencionado 
tratado no figura en ese anexo. La decla-
ración quedará sin efecto desde el mo-
mento de la entrada en vigor del tratado 
para la Parte que la haya efectuado. Dicha 
Parte notificará al Secretario General del 
Consejo de Europa esa entrada en vigor.

Artículo 2.  Objetivo.

El objetivo del presente Convenio es 
mejorar los esfuerzos de las Partes para la 
prevención del terrorismo y de sus efectos 
negativos sobre el pleno disfrute de los 
derechos humanos y en particular sobre 
el derecho a la vida, por medio de la 
adopción de medidas, tanto a nivel na-
cional como en el marco de la coopera-
ción internacional, teniendo en cuenta 
los tratados y acuerdos bilaterales y mul-
tilaterales existentes aplicables entre las 
Partes.

Artículo 3.  Políticas nacionales de pre-
vención.

1.  Cada Parte tomará las medidas apro-
piadas, en particular en el ámbito de la 
formación de las autoridades encargadas 
del cumplimiento de la ley y otros órganos, 
así como en el ámbito de la educación, la 
cultura, la información, los medios de co-
municación y la sensibilización del público, 
con vistas a prevenir los delitos terroristas y 
sus efectos negativos, respetando al propio 
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tiempo las obligaciones relativas a los dere-
chos humanos que le incumban, tal como 
se establecen en el Convenio para la protec-
ción de los derechos humanos y de las li-
bertades fundamentales, en el Pacto Interna-
cional de derechos civiles y políticos, y otras 
obligaciones relativas al derecho interna-
cional, cuando le sean aplicables.

2.  Cada Parte tomará las medidas ne-
cesarias para mejorar y desarrollar la co-
operación entre las autoridades nacio-
nales con vistas a prevenir los delitos te-
rroristas y sus efectos negativos, en 
particular mediante:

a)  El intercambio de información;

b)  el refuerzo de la protección física 
de las personas y de los bienes;

c)  la mejora de los planes de forma-
ción y coordinación para situaciones de 
crisis.

3.  Cada Parte promoverá la tolerancia 
fomentando el diálogo interreligioso y 
transcultural, fomentando, en su caso, la 
participación de organizaciones no gu-
bernamentales y otros actores de la so-
ciedad civil, con objeto de prevenir ten-
siones que podrían contribuir a la comi-
sión de delitos terroristas.

4.  Cada Parte se esforzará por sensi-
bilizar mejor al público sobre la exis-
tencia, las causas, la gravedad y la ame-
naza que suponen los delitos terroristas y 
los delitos previstos en el presente Con-
venio, y considerará la posibilidad de 
alentar al público a prestar a las autori-
dades competentes una ayuda concreta y 
específica que pueda contribuir a la pre-
vención de delitos terroristas y de los de-
litos previstos por el presente Convenio.

Artículo 4.  Cooperación internacional 
en materia de prevención.

Las Partes se prestarán asistencia y 
apoyo mutuos, cuando proceda y te-
niendo en cuenta sus posibilidades, con 
objeto de mejorar su capacidad para pre-
venir la comisión de delitos terroristas, 

incluido el intercambio de información y 
de buenas prácticas, así como mediante 
la formación y otros esfuerzos conjuntos 
de carácter preventivo.

Artículo 5.  Provocación pública para 
cometer delitos terroristas.

1.  A los efectos del presente Con-
venio, se entenderá por «provocación 
pública para cometer delitos terroristas» 
la difusión o cualquier otra forma de 
puesta a disposición del público de men-
sajes con la intención de incitar a co-
meter delitos terroristas, cuando ese com-
portamiento, ya preconice directamente 
o no la comisión de delitos terroristas, 
cree peligro de que se puedan cometer 
uno o varios delitos.

2.  Cada Parte adoptará las medidas 
necesarias para tipificar como delito, de 
conformidad con su derecho interno, la 
provocación pública para cometer delitos 
terroristas tal como se define en el apar-
tado 1, cuando se cometa ilegal e inten-
cionadamente.

Artículo 6.  Reclutamiento con fines te-
rroristas.

1.  A los efectos del presente Con-
venio, se entenderá por «reclutamiento 
con fines terroristas» el hecho de incitar 
a otra persona a cometer o participar en 
la comisión de delitos terroristas, o a 
unirse a una asociación o a un grupo para 
contribuir a que éstos cometan uno o 
varios delitos terroristas.

2.  Cada Parte adoptará las medidas 
necesarias para tipificar como delito, de 
conformidad con su derecho interno, el 
reclutamiento con fines terroristas, tal 
como se define en el apartado 1 del pre-
sente articulo, cuando se cometa ilegal e 
intencionadamente.

Artículo 7.  Adiestramiento con fines te-
rroristas.

1.  A los efectos del presente Con-
venio, se entenderá por «adiestramiento 
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con fines terroristas» el hecho de dar ins-
trucciones para la fabricación o el uso de 
explosivos, armas de fuego u otras armas 
o sustancias nocivas o peligrosas, o para 
otros métodos y técnicas específicos con 
vistas a cometer delitos terroristas o a 
contribuir a su comisión, sabiendo que la 
formación facilitada tiene por objeto 
servir para la realización de tales obje-
tivos.

2. Cada Parte adoptará las medidas ne-
cesarias para tipificar como delito, de 
conformidad con su derecho interno, el 
adiestramiento con fines terroristas, tal 
como se define en el apartado 1 del pre-
sente artículo, cuando se cometa ilegal e 
intencionadamente.

Artículo 8.  Irrelevancia del resultado.

Para que un acto constituya delito en 
virtud de los artículos 5 a 7 del presente 
Convenio, no será necesario que el delito 
terrorista se haya cometido efectivamente.

Artículo 9.  Delitos accesorios.

1.  Cada Parte adoptará las medidas 
necesarias para tipificar como delito, de 
conformidad con su derecho interno:

a)  La participación como cómplice 
en un delito con arreglo a los artículos 5 
a 7 del presente Convenio,

b)  la organización de la comisión de 
delitos con arreglo a los artículos 5 a 7 
del presente Convenio o la orden de co-
meterlos por otras personas;

c)  la contribución a la comisión de 
uno o varios de los delitos previstos en los 
artículos 5 a 7 del presente Convenio por 
un grupo de personas que actúe con un 
objetivo común. Esta contribución deberá 
ser deliberada y:

i.  tener como objetivo facilitar la ac-
tividad criminal del grupo o servir a su 
objetivo, cuando esa actividad o ese ob-
jetivo supongan la comisión de un delito 
de los previstos en los artículos 5 a 7 del 
presente Convenio; o bien

ii.  efectuarla sabiendo que el grupo 
tiene intención de cometer un delito pre-
visto en los artículos 5 a 7 del presente 
Convenio.

2.  Cada Parte adoptará asimismo las 
medidas necesarias para que se califique 
como delito, en su derecho interno y de 
conformidad con el mismo, la tentativa de 
cometer un delito de los previstos en los 
artículos 6 y 7 del presente Convenio.

Artículo 10.  Responsabilidad de las per-
sonas jurídicas.

1.  Cada Parte adoptará las medidas 
necesarias, de conformidad con sus prin-
cipios jurídicos, para establecer la res-
ponsabilidad de las personas jurídicas 
que participen en los delitos a que se re-
fieren los artículos 5 a 7 y 9 del presente 
Convenio.

2.  Sin perjuicio de los principios ju-
rídicos de la Parte, la responsabilidad de 
las personas jurídicas podrá ser penal, 
civil o administrativa.

3.  Esta responsabilidad se entenderá 
sin perjuicio de la responsabilidad penal 
de las personas físicas que hayan come-
tido los delitos.

Artículo 11.  Sanciones y medidas.

1.  Cada Parte adoptará las medidas 
necesarias para que a los delitos a que se 
refieren los artículos 5 a 7 y 9 del presente 
Convenio sean aplicables penas efectivas, 
proporcionadas y disuasorias.

2.  Toda condena firme anterior dic-
tada en un Estado extranjero por los de-
litos a que se refiere el presente Convenio 
podrá tenerse en cuenta en la determina-
ción de la pena, en la medida en que lo 
permita el derecho interno y de confor-
midad con el mismo.

3.  Cada Parte velará por que las per-
sonas jurídicas consideradas responsa-
bles, de conformidad con el artículo 10, 
sean objeto de sanciones efectivas, pro-
porcionadas y disuasorias de naturaleza 
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penal o no penal, incluidas las sanciones 
pecuniarias.

Artículo 12.  Condiciones y salvaguar-
dias.

1.  Cada Parte deberá asegurarse de 
que el establecimiento, la ejecución y la 
aplicación de los tipos penales a que se 
refieren los artículos 5 a 7 y 9 del presente 
Convenio se efectúen respetando las obli-
gaciones que le incumban relativas a los 
derechos humanos, en particular la li-
bertad de expresión, la libertad de asocia-
ción y la libertad de religión, tal como se 
establecen en el Convenio para la protec-
ción de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales, en el Pacto In-
ternacional de derechos civiles y polí-
ticos, y otras obligaciones dimanantes del 
derecho internacional, cuando le sean 
aplicables.

2.  El establecimiento, la ejecución y 
la aplicación de los tipos penales a que 
se refieren los artículos 5 a 7 y 9 del pre-
sente Convenio deberían supeditarse 
además al principio de proporcionalidad, 
teniendo en cuenta los objetivos legítimos 
perseguidos y su necesidad en una so-
ciedad democrática, y deberían excluir 
toda forma de arbitrariedad o de trata-
miento discriminatorio o racista.

Artículo 13.  Protección, indemnización 
y ayuda a las víctimas del terrorismo.

Cada Parte adoptará las medidas nece-
sarias para proteger y apoyar a las víc-
timas de acciones terroristas cometidas 
en su propio territorio. Esas medidas in-
cluirán, según los sistemas nacionales 
adecuados y de conformidad con su le-
gislación interna, en particular la ayuda 
económica y la indemnización a las víc-
timas del terrorismo y a sus familiares 
próximos.

Artículo 14.  Competencia.

1.  Cada Parte adoptará las medidas 
necesarias para establecer su compe-

tencia con respecto a todo delito tipifi-
cado de conformidad con el presente 
Convenio:

a)  Cuando se haya cometido el delito 
en su territorio;

b)  cuando se haya cometido el delito 
a bordo de un buque con pabellón de esa 
Parte o a bordo de una aeronave matricu-
lada en esa Parte;

c)  cuando haya cometido el delito 
uno de sus nacionales.

2.  Cada Parte podrá asimismo esta-
blecer su competencia con respecto a 
todo delito tipificado de conformidad con 
el presente Convenio:

a)  Cuando el delito tuviera como fi-
nalidad o resultado la comisión de un 
delito previsto en el artículo 1 del pre-
sente Convenio, en su territorio o contra 
uno de sus nacionales;

b)  cuando el delito tuviera como fi-
nalidad o resultado la comisión de un 
delito previsto en el artículo 1 del pre-
sente Convenio, contra una instalación 
pública de esa Parte situada fuera de su 
territorio, incluidos los locales diplomá-
ticos y consulares;

c)  cuando el delito tuviera como fi-
nalidad o resultado la comisión de un 
delito previsto en el artículo 1 del pre-
sente Convenio, con el fin de obligar a 
esa Parte a realizar o abstenerse de rea-
lizar un acto cualquiera;

d)  cuando haya cometido el delito 
un apátrida con residencia habitual en su 
territorio;

e)  cuando se haya cometido el delito 
a bordo de una aeronave al servicio del 
Gobierno de esa Parte.

3.  Cada Parte adoptará las medidas 
necesarias para establecer su compe-
tencia con respecto a todo delito tipifi-
cado de conformidad con el presente 
Convenio en los casos en que el presunto 
autor del delito se encuentre en su terri-
torio y no lo extradite a una Parte cuya 
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jurisdicción se base en una regla de com-
petencia que exista también en la legisla-
ción de la Parte requerida.

4.  El presente Convenio no excluye 
competencia penal alguna ejercida de 
conformidad con las leyes nacionales.

5.  Cuando varias Partes reivindiquen 
una competencia con respecto a un pre-
sunto delito previsto en el presente Con-
venio, las Partes implicadas se pondrán 
de acuerdo, cuando sea oportuno, para 
determinar cuál de ellas está en mejores 
condiciones para ejercer las actuaciones 
correspondientes.

Artículo 15.  Deber de investigación.

1.  Cuando se informe a una Parte de 
que el autor o el presunto autor de un 
delito previsto en el presente Convenio 
podría encontrarse en su territorio, la 
Parte de que se trate tomará las medidas 
necesarias, de conformidad con su legis-
lación interna, para investigar los hechos 
que se hayan puesto en su conoci-
miento.

2.  Si considera que las circunstancias 
lo justifican, la Parte en cuyo territorio se 
encuentre el autor o el presunto autor del 
delito tomará las medidas oportunas en 
virtud de su legislación interna para ga-
rantizar la presencia de esa persona a 
efectos de emprender actuaciones pe-
nales contra ella o para su extradición.

3.  Cualquier persona a cuyo respecto 
se adopten las medidas a que se refiere el 
apartado 2 tendrá derecho a:

a)  Comunicarse sin demora con el 
representante competente más próximo 
del Estado del que sea nacional o que 
esté facultado de otro modo para proteger 
sus derechos o, si se trata de una persona 
apátrida, del Estado en cuyo territorio 
tenga su residencia habitual;

b)  recibir la visita de un represen-
tante de ese Estado;

c)  ser informada de los derechos que 
le confieren los puntos a) y b).

4.  Los derechos a que se refiere el 
apartado 3 se ejercerán en el marco de 
las leyes y reglamentos de la Parte en 
cuyo territorio se encuentre el autor o el 
presunto autor del delito, entendiéndose, 
no obstante, que esas leyes y reglamentos 
deben permitir la plena realización de los 
fines para los que se confieren esos dere-
chos en el apartado 3.

5.  Las disposiciones de los apartados 
3 y 4 de este artículo se entenderán sin 
perjuicio del derecho de toda Parte que 
haya establecido su competencia, de 
conformidad con los apartados 1.c) y 2.d) 
del artículo 14, de invitar al Comité Inter-
nacional de la Cruz Roja a comunicarse 
con el presunto autor del delito y a visi-
tarlo.

Artículo 16.  No aplicabilidad del Con-
venio.

El presente Convenio no se aplicará 
cuando los delitos previstos en los ar-
tículos 5 a 7 y 9 se cometan dentro de un 
único Estado, cuando el presunto autor 
sea nacional de ese Estado y se encuentre 
en el territorio de ese Estado, y ningún 
otro Estado tenga razones, en virtud de 
los apartados 1 ó 2 del artículo 14 del 
presente Convenio, para ejercer su com-
petencia, entendiéndose que las disposi-
ciones de los artículos 17 y 20 a 22 del 
presente Convenio, según convenga, se 
aplicarán en esos casos.

Artículo 17.  Cooperación internacional 
en materia penal.

1.  Las Partes se prestarán la asistencia 
más amplia posible para cualquier inves-
tigación, procedimiento penal o procedi-
miento de extradición relativos a los de-
litos a que se refieren los artículos 5 a 7 y 
9 del presente Convenio, incluida la ob-
tención de los elementos probatorios de 
que dispongan y que sean necesarios a 
los fines del procedimiento.

2.  Las Partes cumplirán las obliga-
ciones que les correspondan en virtud del 
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apartado 1, de conformidad con todo tra-
tado o acuerdo de asistencia judicial que 
pueda existir entre ellas. A falta de tales 
tratados o acuerdos, las Partes se pres-
tarán mutuamente dicha asistencia de 
conformidad con su legislación interna.

3.  Las Partes cooperarán entre sí de 
la manera más amplia posible, siempre 
que lo permitan las leyes, tratados, 
acuerdos y arreglos pertinentes de la Parte 
requerida, durante las investigaciones y 
procedimientos penales relativos a de-
litos de los que se pueda considerar res-
ponsables a una persona jurídica en la 
Parte requirente, de conformidad con el 
artículo 10 del presente Convenio.

4.  Cada Parte podrá considerar la po-
sibilidad de establecer mecanismos adi-
cionales para compartir con otras Partes la 
información o los elementos probatorios 
necesarios para determinar las responsa-
bilidades penales, civiles o administra-
tivas, como se prevé en el artículo 10.

Artículo 18.  Extradición o iniciación de 
actuaciones penales.

1.  En los casos en que sea compe-
tente en virtud del artículo 14, aquella 
Parte en cuyo territorio se encuentre el 
presunto autor del delito vendrá obligada, 
en el caso de que no proceda a su extra-
dición, a someter el asunto sin dilación 
excesiva y sin aplicar excepción alguna, 
haya sido o no cometido el delito dentro 
de su territorio, a sus autoridades compe-
tentes para el ejercicio de la acción penal, 
en virtud de un procedimiento conforme 
a la legislación de esa Parte. Dichas auto-
ridades adoptarán su decisión en las 
mismas condiciones que para cualquier 
otro delito de carácter grave en virtud de 
las leyes de esa Parte.

2.  Siempre que, en virtud de su legis-
lación interna, una Parte sólo esté autori-
zada a extraditar o a entregar a uno de sus 
nacionales a condición de que el intere-
sado le sea entregado para cumplir la 
pena impuesta de resultas de un proceso 

o de unas diligencias en los que se haya 
solicitado la extradición o la entrega, y 
que dicha Parte y la Parte que solicita la 
extradición acepten dicha opción y las 
demás condiciones que puedan consi-
derar adecuadas, la extradición o la en-
trega condicional serán suficientes para 
dispensar a la Parte requerida de la obli-
gación prevista en el apartado 1.

Artículo 19.  Extradición.

1.  Los delitos previstos en los ar-
tículos 5 a 7 y 9 del presente Convenio se 
considerarán de pleno derecho como 
casos de extradición en cualquier tratado 
de extradición concertado entre las Partes 
antes de la entrada en vigor del presente 
Convenio. Las Partes se comprometen a 
considerar dichos delitos como casos de 
extradición en cualquier tratado de extra-
dición que se concluya posteriormente 
entre ellas.

2.  En el caso de que a una de las 
Partes que supedite la extradición a la 
existencia de un tratado se le someta una 
solicitud de extradición por otra Parte con 
la que no esté vinculada por un tratado 
de extradición, la Parte requerida tendrá 
la facultad de considerar el presente Con-
venio como base jurídica constitutiva de 
la extradición en lo referente a los delitos 
previstos en los artículos 5 a 7 y 9 del 
presente Convenio. La extradición queda 
supeditada a la observancia de las demás 
condiciones previstas por la legislación 
de la Parte requerida.

3.  Las Partes que no supediten la ex-
tradición a la existencia de un tratado 
reconocerán los delitos previstos en los 
artículos 5 a 7 y 9 del presente Convenio 
como casos de extradición entre ellas, en 
las condiciones previstas por la legisla-
ción de la Parte requerida.

4.  Se considerará, en su caso, a 
efectos de extradición entre las Partes, 
que los delitos previstos en los artículos 
5 a 7 y 9 del presente Convenio han sido 
cometidos no solamente en el lugar de su 
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perpetración, sino también en el territorio 
de las Partes que hayan establecido su 
competencia conforme al artículo 14.

5.  Las disposiciones de todos los tra-
tados y acuerdos de extradición concer-
tados entre las Partes en relación con los 
delitos contemplados en los artículos 5 a 
7 y 9 del presente Convenio se conside-
rarán modificadas entre las Partes en la 
medida en que sean incompatibles con el 
presente Convenio.

Artículo 20.  Exclusión de la cláusula de 
excepción política.

1.  Ninguno de los delitos mencio-
nados en los artículos 5 a 7 y 9 del pre-
sente Convenio se considerará, a efectos 
de los requisitos necesarios para la extra-
dición o la asistencia judicial, como de-
lito político o como delito conexo a un 
delito político, o como un delito inspi-
rado por móviles políticos. Por consi-
guiente, una solicitud de extradición o de 
asistencia judicial basada en uno de esos 
delitos no podrá ser denegada por el solo 
hecho de que se refiera a un delito polí-
tico, o a un delito conexo a un delito 
político o a un delito inspirado por mó-
viles políticos.

2.  Sin perjuicio de la aplicación de 
los artículos 19 a 23 de la Convención de 
Viena sobre el derecho de los tratados, de 
23 de mayo de 1969, a los demás ar-
tículos del presente Convenio, cualquier 
Estado, o la Comunidad Europea, podrán 
declarar, en el momento de la firma o del 
depósito de su instrumento de ratifica-
ción, aceptación, aprobación o adhesión 
al Convenio, que se reservan el derecho 
de no aplicar el apartado 1 de este ar-
tículo a la extradición relacionada con 
cualquiera de los delitos que se men-
cionan en el presente Convenio. La Parte 
se compromete a aplicar esta reserva caso 
por caso, sobre la base de una decisión 
debidamente motivada.

3.  Cualquiera de las Partes podrá re-
tirar, total o parcialmente, una reserva 

formulada en virtud del apartado 2, por 
medio de una declaración dirigida al Se-
cretario General del Consejo de Europa, 
que entrará en vigor en la fecha de su 
recepción.

4.  La Parte que haya formulado una 
reserva en virtud del apartado 2 de este 
artículo no podrá reclamar la aplicación 
del apartado 1 de este artículo por otra 
Parte; no obstante, podrá exigir la aplica-
ción de este artículo, si la reserva es par-
cial o condicional, en la medida en que 
también ella la haya aceptado.

5.  Las reservas formuladas serán vá-
lidas por un período de tres años a partir 
del primer día de la entrada en vigor del 
presente Convenio para la Parte de que se 
trate. No obstante, dichas reservas podrán 
ser renovadas por períodos de igual dura-
ción.

6.  Doce meses antes de la expiración 
de la reserva, el Secretario General del 
Consejo de Europa informará a la Parte de 
que se trate de dicha expiración. Tres 
meses antes de la fecha de expiración, la 
Parte deberá notificar al Secretario Ge-
neral su intención de mantener, modificar 
o retirar la reserva. Cuando una Parte no-
tifique al Secretario General que man-
tendrá su reserva, proporcionará explica-
ciones sobre los motivos que justifican su 
mantenimiento. A falta de notificación 
por la Parte de que se trate, el Secretario 
General informará a dicha Parte de que 
su reserva queda automáticamente pro-
rrogada por un período de seis meses. Si 
la Parte afectada no notifica su decisión 
de mantener o modificar sus reservas 
antes de la expiración de ese período, la 
reserva quedará sin efecto.

7.  Cuando una Parte, después de 
haber recibido una solicitud de extradi-
ción de otra Parte, decida no conceder la 
extradición de una persona en virtud de 
la aplicación de esta reserva, someterá el 
asunto, sin excepción alguna y sin de-
mora injustificada, a sus autoridades 
competentes para que se inicien actua-
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ciones penales, salvo en caso de que se 
hayan convenido otras disposiciones 
entre la Parte requirente y la Parte reque-
rida. Las autoridades competentes, te-
niendo presentes las actuaciones seguidas 
en la Parte requerida, adoptarán su deci-
sión en las mismas condiciones que para 
cualquier otro delito de carácter grave, 
conforme a las leyes de esta Parte. La 
Parte requerida comunicará sin dilación 
injustificada el resultado final de las ac-
tuaciones a la Parte requirente y al Secre-
tario General del Consejo de Europa, que 
lo someterá a la Consulta entre las Partes 
prevista en el artículo 30.

8.  La decisión de denegar la solicitud 
de extradición en virtud de esta reserva se 
comunicará cuanto antes a la Parte requi-
rente. Si no se adopta ninguna decisión 
judicial sobre el fondo del asunto en la 
Parte requerida en virtud del apartado 7 
dentro de un plazo razonable, la Parte 
requirente podrá informar de ello al Se-
cretario General del Consejo de Europa, 
que someterá la cuestión a la Consulta 
entre las Partes prevista en el artículo 30. 
Esta Consulta examinará la cuestión, emi-
tiendo un dictamen sobre la conformidad 
de la denegación con lo dispuesto en el 
Convenio y lo someterá al Comité de Mi-
nistros con el fin de que adopte una de-
claración al respecto. Cuando ejerza sus 
funciones en virtud de este apartado, el 
Comité de Ministros se reunirá en su 
composición restringida a los Estados 
Partes.

Artículo 21.  Cláusula de discrimina-
ción.

1.  Ninguna disposición del presente 
Convenio se interpretará en el sentido de 
que implique una obligación de extra-
ditar o de conceder la asistencia judicial, 
si la Parte requerida tiene serias razones 
para considerar que la demanda de extra-
dición motivada por un delito de los pre-
vistos en los artículos 5 a 7 y 9, o de 
asistencia judicial con respecto a tales 
delitos, ha sido presentada para perseguir 

o castigar a una persona por considera-
ciones de raza, religión, nacionalidad, 
origen étnico o de opiniones políticas, o 
que la situación de dicha persona corra 
el riesgo de agravarse por una u otra de 
dichas razones.

2.  Ninguna disposición del presente 
Convenio se interpretará en el sentido de 
que implique una obligación de extra-
ditar si la persona objeto de la demanda 
de extradición corre el riesgo de quedar 
expuesta a la tortura o a penas o tratos 
inhumanos o degradantes.

3.  Ninguna disposición del presente 
Convenio se interpretará en el sentido de 
que implique una obligación de extra-
ditar si la persona objeto de la demanda 
de extradición corre el riesgo de que se 
le imponga la pena de muerte o, cuando 
la ley de la Parte requerida no permita la 
pena privativa de libertad a perpetuidad, 
de que se le imponga la pena privativa de 
libertad a perpetuidad sin posibilidad de 
remisión de la pena, a menos que la Parte 
requerida tenga la obligación de extra-
ditar conforme a los tratados de extradi-
ción aplicables, si la Parte requirente pro-
porciona garantías consideradas sufi-
cientes por la Parte requerida de que no 
se impondrá la pena capital o, en el caso 
de que se imponga, la misma no será 
ejecutada, o de que la persona afectada 
no será sometida a una pena privativa de 
libertad a perpetuidad sin posibilidad de 
remisión de la pena.

Artículo 22.  Información espontánea.

1.  Sin perjuicio de sus propias inves-
tigaciones o procedimientos, las autori-
dades competentes de una Parte podrán 
transmitir, sin necesidad de previa soli-
citud, a las autoridades competentes de 
otra Parte, informaciones obtenidas en el 
marco de su propia investigación, cuando 
aquellas autoridades consideren que la 
comunicación de dichas informaciones 
podría ayudar a la Parte que recibe las 
informaciones a entablar o llevar a cabo 
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investigaciones o procedimientos, o 
cuando dichas informaciones puedan dar 
lugar a una solicitud formulada por esa 
Parte en virtud del presente Convenio.

2.  La Parte que proporcione las infor-
maciones podrá supeditar su utilización 
por la Parte que las reciba a determinadas 
condiciones, conforme a su derecho na-
cional.

3.  La Parte que reciba las informa-
ciones vendrá obligada a respetar dichas 
condiciones.

4.  No obstante, cualquiera de las 
Partes podrá declarar, en cualquier mo-
mento y mediante declaración enviada al 
Secretario General del Consejo de Eu-
ropa, que se reserva el derecho de no 
someterse a las condiciones impuestas en 
virtud de lo dispuesto en el apartado 2 del 
presente artículo por la Parte que propor-
cione la información, a menos que se le 
notifique previamente la naturaleza de la 
información que se vaya a facilitar y que 
acepte que se le transmita esta última.

Artículo 23.  Firma y entrada en vigor.

1.  El presente Convenio quedará 
abierto a la firma de los Estados miembros 
del Consejo de Europa, de la Comunidad 
Europea y de los Estados no miembros que 
hayan participado en su elaboración.

2.  El presente Convenio estará sujeto 
a ratificación, aceptación o aprobación. 
Los instrumentos de ratificación, acepta-
ción o aprobación serán depositados en 
poder del Secretario General del Consejo 
de Europa.

3.  El presente Convenio entrará en 
vigor el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un período de tres meses 
después de la fecha en que seis Signata-
rios, de los que al menos cuatro deberán 
ser miembros del Consejo de Europa, 
hayan expresado su consentimiento en 
quedar vinculados por el presente Con-
venio, conforme a lo dispuesto en el 
apartado 2.

4.  Para todo Signatario que exprese 
con posterioridad su consentimiento en 
quedar vinculado por el presente Con-
venio, éste entrará en vigor el primer día 
del mes siguiente a la expiración de un 
período de tres meses después de la fecha 
en que haya expresado su consentimiento 
en quedar vinculado por el presente Con-
venio, conforme a lo dispuesto en el 
apartado 2.

Artículo 24.  Adhesión al Convenio.

1.  Después de la entrada en vigor del 
presente Convenio, el Comité de Minis-
tros del Consejo de Europa podrá invitar 
a todo Estado que no sea miembro del 
Consejo de Europa y que no haya partici-
pado en la elaboración del Convenio, 
previa consulta a las Partes en el presente 
Convenio y después de haber obtenido su 
consentimiento unánime, a adherirse al 
presente Convenio. La decisión se adop-
tará por la mayoría prevista en el artículo 
20.d) del Estatuto del Consejo de Europa 
y por unanimidad de los representantes 
de las Partes que tengan derecho a estar 
representadas en el Comité de Minis-
tros.

2.  Para cualquier Estado que se ad-
hiera al Convenio en virtud del apartado 
1 anterior, el Convenio entrará en vigor el 
primer día del mes siguiente a la expira-
ción de un período de tres meses después 
de la fecha de depósito del instrumento 
de adhesión en poder del Secretario Ge-
neral del Consejo de Europa.

Artículo 25.  Aplicación territorial.

1.  Todo Estado o la Comunidad 
Europea podrán designar, en el momento 
de la firma o del depósito de su instru-
mento de ratificación, aceptación, apro-
bación o adhesión, el territorio o territo-
rios a los que se aplicará el presente Con-
venio.

2.  Todo Estado podrá ampliar la apli-
cación del presente Convenio, en cual-
quier momento posterior y mediante de-
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claración dirigida al Secretario General 
del Consejo de Europa, a cualquier otro 
territorio designado en la declaración. El 
Convenio entrará en vigor con respecto a 
dicho territorio el primer día del mes si-
guiente a la expiración de un período de 
tres meses después de la fecha de recep-
ción de la declaración por parte del Se-
cretario General.

3.  Toda declaración efectuada en 
aplicación de los dos apartados prece-
dentes podrá ser retirada, en lo que se 
refiere a cualquier territorio designado en 
dicha declaración, mediante notificación 
dirigida al Secretario General del Consejo 
de Europa. La retirada entrará en vigor el 
primer día del mes siguiente a la expira-
ción de un período de tres meses después 
de la fecha de recepción de la notifica-
ción por parte del Secretario General.

Artículo 26.  Efectos del Convenio.

1.  El objeto del presente Convenio es 
completar los tratados o acuerdos multi-
laterales o bilaterales aplicables exis-
tentes entre las Partes, incluidas las dispo-
siciones de los tratados del Consejo de 
Europa siguientes:

Convenio europeo de extradición, 
abierto a la firma en París, el 13 de di-
ciembre de 1957 (STE n.° 24);

Convenio europeo de asistencia judi-
cial en materia penal, abierto a la firma 
en Estrasburgo, el 20 de abril de 1959 
(STE n.° 30);

Convenio europeo para la represión 
del terrorismo, abierto a la firma en Es-
trasburgo, el 27 de enero de 1977 (STE 
n.° 90);

Protocolo adicional al Convenio 
europeo de asistencia judicial en materia 
penal, abierto a la firma en Estrasburgo, 
el 17 de marzo de 1978 (STE n.° 99);

Segundo Protocolo adicional al Con-
venio europeo de asistencia judicial en 
materia penal, abierto a la firma en Estras-

burgo, el 8 de noviembre de 2001 (STE 
n.° 182);

Protocolo de enmienda del Convenio 
europeo para la represión del terrorismo, 
abierto a la firma en Estrasburgo, el 15 de 
mayo de 2003 (STE n.° 190).

2.  Si dos o más Partes hubieran ya 
concluido un acuerdo o un tratado rela-
tivo a las materias tratadas por el presente 
Convenio, o si hubieran establecido de 
otro modo sus relaciones en torno a esas 
cuestiones, o si lo fueran a hacer en el 
futuro, tendrán también la facultad de 
aplicar el mencionado acuerdo o tratado, 
o de establecer sus relaciones en conse-
cuencia. No obstante, cuando las Partes 
establezcan sus relaciones sobre las ma-
terias objeto del presente Convenio de un 
modo diferente al previsto, lo harán de 
modo que no sea incompatible con los 
objetivos y principios del Convenio.

3.  Las Partes que sean miembros de 
la Unión Europea aplicarán, en sus rela-
ciones recíprocas, las normas de la Co-
munidad y de la Unión Europea en la 
medida en que existan normas de la Co-
munidad o de la Unión Europea que rijan 
el tema en concreto de que se trate y sean 
aplicables al caso específico, sin per-
juicio del objeto y finalidad del presente 
Convenio y sin perjuicio de su entera 
aplicación con respecto a las demás 
Partes.

4.  Ninguna disposición del presente 
Convenio afectará a otros derechos, obli-
gaciones y responsabilidades que se de-
riven para las Partes y las personas físicas 
del derecho internacional, incluido el de-
recho internacional humanitario.

5.  Las actividades de las fuerzas ar-
madas en período de conflicto armado, 
en el sentido dado a estas expresiones por 
el derecho internacional humanitario, 
que se rijan por dicho derecho, no se 
regirán por el presente Convenio, y las 
actividades llevadas a cabo por las fuerzas 
armadas de una de las Partes en el ejer-
cicio de sus funciones oficiales, cuando 
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las mismas estén regidas por otras normas 
del derecho internacional, tampoco se 
regirán por el presente Convenio.

Artículo 27.  Enmiendas al Convenio.

1.  Podrán proponerse enmiendas al 
presente Convenio por cualquiera de las 
Partes, por el Comité de Ministros del 
Consejo de Europa o por la Consulta 
entre las Partes.

2.  Toda propuesta de enmienda será 
comunicada a las Partes por el Secretario 
General del Consejo de Europa.

3.  Además, toda enmienda propuesta 
por una Parte o por el Comité de Ministros 
será trasladada a la Consulta entre las Partes, 
que someterá al Comité de Ministros su dic-
tamen acerca de la enmienda propuesta.

4.  El Comité de Ministros examinará 
la enmienda propuesta y cualquier dic-
tamen sometido por la Consulta entre las 
Partes, pudiendo aprobar la enmienda.

5.  El texto de toda enmienda apro-
bada por el Comité de Ministros con-
forme al apartado 4 será transmitido a las 
Partes para obtener su aceptación.

6.  Toda enmienda aprobada en virtud 
del apartado 4 entrará en vigor el trigé-
simo día siguiente a la fecha en que todas 
las Partes hayan comunicado su acepta-
ción al Secretario General.

Artículo 28.  Revisión del Anexo.

1.  Con el fin de actualizar la lista de 
tratados en el anexo, podrán proponerse 
enmiendas por cualquiera de las Partes o 
por el Comité de Ministros. Estas pro-
puestas de enmiendas sólo podrán afectar 
a tratados universales concluidos dentro 
del sistema de las Naciones Unidas, refe-
ridos específicamente al terrorismo inter-
nacional y que se encuentren vigentes. 
Serán comunicadas a las Partes por el Se-
cretario General del Consejo de Europa.

2.  Después de haber consultado a las 
Partes que no sean miembros, el Comité 
de Ministros podrá aprobar una enmienda 

propuesta por la mayoría prevista en el 
artículo 20.d) del Estatuto del Consejo de 
Europa. Esta enmienda entrará en vigor a 
la expiración de un período de un año a 
partir de la fecha en que haya sido trans-
mitida a las Partes. Durante dicho plazo, 
cualquiera de las Partes podrá notificar al 
Secretario General del Consejo de Europa 
una objeción contra la entrada en vigor 
de la enmienda con respecto a ella.

3.  Si un tercio de las Partes hubiera 
notificado al Secretario General una ob-
jeción contra la entrada en vigor de la 
enmienda, ésta no entrará en vigor.

4.  Si menos de un tercio de las Partes 
hubiera notificado una objeción, la en-
mienda entrará en vigor con respecto a 
las Partes que no hubieran formulado una 
objeción.

5.  Cuando una enmienda haya en-
trado en vigor en virtud del apartado 2 y 
alguna de las Partes hubiera formulado 
una objeción a dicha enmienda, esta úl-
tima entrará en vigor con respecto a esa 
Parte el primer día del mes siguiente a la 
fecha en que haya notificado su acepta-
ción al Secretario General del Consejo de 
Europa.

Artículo 29.  Solución de controversias.

En caso de que exista controversia 
entre las Partes acerca de la interpreta-
ción o la aplicación del presente Con-
venio, las mismas se esforzarán por con-
seguir una solución de sus divergencias 
por medio de la negociación o por cual-
quier otro medio pacífico que prefieran, 
incluida la sumisión de la controversia a 
un tribunal de arbitraje cuyas decisiones 
serán vinculantes para las Partes, o al Tri-
bunal Internacional de Justicia, en virtud 
de un acuerdo común entre las Partes 
afectadas.

Artículo 30.  Consulta entre las Partes.

1.  Las Partes se consultarán periódi-
camente con el fin de
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a)  Efectuar propuestas para facilitar o 
mejorar la utilización y la aplicación 
efectivas del presente Convenio, incluida 
la identificación de cualquier problema 
en la materia, así como los efectos de 
toda declaración efectuada en virtud del 
presente Convenio;

b)  formular su opinión sobre la con-
formidad de una negativa de extradición 
que les sea sometida en virtud del apar-
tado 8 del artículo 20;

c)  efectuar propuestas de enmiendas 
al presente Convenio de conformidad 
con el artículo 27;

d)  formular su opinión sobre cual-
quier propuesta de enmienda al presente 
Convenio que les sea sometida en virtud 
del apartado 3 del artículo 27;

e)   xpresar una opinión sobre cual-
quier cuestión relativa a la aplicación del 
presente Convenio y facilitar el inter-
cambio de información acerca de los 
avances jurídicos, políticos o técnicos 
importantes.

2.  La Consulta entre las Partes será 
convocada por el Secretario General del 
Consejo de Europa cada vez que lo con-
sidere necesario y, en cualquier caso, si 
lo solicita la mayoría de las Partes o el 
Comité de Ministros.

3.  Las Partes estarán asistidas por el 
Secretario General del Consejo de Europa 
en el ejercicio de sus funciones derivadas 
del presente artículo.

Artículo 31.  Denuncia.

1.  Toda Parte podrá denunciar en 
cualquier momento el presente Convenio 
mediante notificación enviada al Secre-
tario General del Consejo de Europa.

2.  La denuncia entrará en vigor el 
primer día del mes siguiente a la expira-
ción de un período de tres meses después 
de la fecha de recepción de la notifica-
ción por el Secretario General.

Artículo 32.  Notificación.

El Secretario General del Consejo de 
Europa notificará a los Estados miembros 
del Consejo de Europa, a la Comunidad 
Europea, a los Estados no miembros que 
hayan participado en la elaboración del 
presente Convenio, así como a todo Es-
tado que se haya adherido al mismo o 
haya sido invitado a adherirse al mismo:

a)  Toda firma;

b)  el depósito de todo instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión;

c)  toda fecha de entrada en vigor del 
presente Convenio en virtud de su ar-
tículo 23;

d)  toda declaración efectuada en 
aplicación del apartado 2 del artículo 1, 
del apartado 4 del artículo 22 y del ar-
tículo 25;

e)  cualquier otro acto, notificación o 
comunicación que se refiera al presente 
Convenio.

En fe de lo cual, los abajo firmantes, 
debidamente autorizados a estos efectos, 
firman el presente Convenio.

Hecho en Varsovia el 16 de mayo de 
2005, en francés y en inglés, siendo igual-
mente auténticos ambos textos, en un 
solo ejemplar que será depositado en los 
archivos del Consejo de Europa. El Secre-
tario General del Consejo de Europa 
transmitirá copia conforme del mismo a 
cada uno de los Estados miembros del 
Consejo de Europa, a la Comunidad 
Europea, a los Estados no miembros que 
hayan participado en la elaboración del 
presente Convenio, así como a todo Es-
tado que haya sido invitado a adherirse al 
mismo.

Copia certificada conforme al ejem-
plar original único, en lenguas francesa e 
inglesa, depositado en los archivos del 
Consejo de Europa.
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Estrasburgo, 22 de septiembre de 
2005.–El Director General de Asuntos Jurí-
dicos del Consejo de Europa, Guy De Vel.

ANEXO

1.  Convenio para la represión del apo-
deramiento ilícito de aeronaves, firmado 
en La Haya el 16 de diciembre de 1970;

2.  Convenio para la represión de 
actos ilícitos dirigidos contra la seguridad 
de la aviación civil, firmado en Montreal 
el 23 de septiembre de 1971;

3.  Convención sobre la prevención y 
el castigo de delitos contra personas in-
ternacionalmente protegidas, inclusive 
los agentes diplomáticos, concluido en 
Nueva York el 14 de diciembre de 1973;

4.  Convenio internacional contra la 
toma de rehenes, concluido en Nueva 
York el 17 de diciembre de 1979;

5.  Convención sobre protección fí-
sica de los materiales nucleares, con-
cluido en Viena el 3 de marzo de 1980;

6.  Protocolo para la represión de 
actos ilícitos de violencia en los aero-
puertos que presten servicio a la aviación 
civil internacional, concluido en Mon-
treal el 24 de febrero de 1988;

7.  Convenio para la represión de 
actos ilícitos dirigidos contra la seguridad 
de la navegación marítima, concluido en 
Roma el 10 de marzo de 1988;

8.  Protocolo para la represión de 
actos ilícitos contra la seguridad de las 
plataformas fijas emplazadas en la plata-
forma continental, concluido en Roma el 
10 de marzo de 1988;

9.  Convenio internacional para la re-
presión de los atentados terroristas come-
tidos con bombas, adoptado en Nueva 
York el 15 de diciembre de 1997;

10.  Convenio internacional para la 
represión de la financiación del terro-
rismo, concluido en Nueva York el 9 de 
diciembre de 1999.

ESTADOS PARTE

Fecha firma Fecha depósito 
instrumento Entrada en vigor

Albania ...................................... 22-12-2005 06-02-2007 R 01-06-2007
Alemania  ................................... 24-10-2005
Andorra ...................................... 17-11-2005 06-05-2008 R 01-09-2008
Armeni  ...................................... 17-11-2005
Austria  ...................................... 16-05-2005 
Azerbaiyán  ................................ 16-05-2005
Bélgic  ....................................... 19-01-2006
Bosnia y Herzegovi  .................... 19-01-2006 11-01-2008 R 01-05-2008
Bulgaria  .................................... 17-11-2005 31-07-2006 R 01-06-2007
Croacia ...................................... 16-05-2005 21-01-2008 R 01-05-2008
Chipre ........................................ 16-05-2005 23-01-2009 R 01-05-2009
Dinamarca ................................. 16-05-2005 24-04-2007 R 01-08-2007 (*)
Eslovaquia  ................................. 19-05-2006 29-01-2007 R 01-06-2007
Eslovenia .................................... 19-05-2006
España ....................................... 16-05-2005 27-02-2009 R 01-06-2009 (*)
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Fecha firma Fecha depósito 
instrumento Entrada en vigor

Estonia ....................................... 07-09-2005 15-05-2009 R 01-09-2009
Finlandia .................................... 16-05-2005 17-01-2008 R 01-05-2008
Francia ....................................... 22-05-2006 29-04-2008 R 01-08-2008
Georgia ...................................... 14-12-2005
Grecia ........................................ 17-11-2005
Hungría ...................................... 10-10-2007
Irlanda ....................................... 03-10-2008
Islandia ...................................... 16-05-2005
Italia .......................................... 08-06-2005
Letonia ....................................... 19-05-2006 02-02-2009 R 01-06-2009
Lituania ...................................... 10-10-2007
Luxemburgo ............................... 16-05-2005
Macedonia, ex República Yugos-
lava de ....................................... 

21-11-2006

Malta  ........................................ 16-05-2005
Montenegro ................................ 16-05-2005 12-09-2008 R 01-01-2009
Firma por el Estado de Serbia y 
Montenegro ................................
Noruega ..................................... 09-04-2008 R
Países Bajos ................................ 17-11-2005
Polonia ...................................... 16-05-2005 03-04-2008 R 01-08-2008
Portugal ...................................... 16-05-2005
Reino Unido ............................... 16-05-2005
República de Moldavia ................ 16-05-2005 13-05-2008 R 01-09-2008
Rumanía .................................... 16-05-2005 21-02-2007 R 01-06-2007
Rusia, Federación de ................... 17-11-2005 19-05 2005 R 01-06-2007 (*)
San Marino ................................. 14-11-2006
Serbia ........................................ 16-05-2005 14-04-2009 R 01-08-2009
Suecia ........................................ 16-05-2005
Turquía ...................................... 19-01-2006 (*)
Ucrania  ..................................... 16-05-2005 21-12-2006 R 01-06-2007 (*)

R: Ratificación.
(*) Reservas y Declaraciones (pendientes de traduc-

ción).

El presente Protocolo entró en vigor de 
forma general el 1 de junio de 2007 y para 
España el 1 de junio de 2009 de confor-
midad con lo establecido en su artículo 23.

Lo que se hace público para conoci-
miento general.

Madrid, 28 de septiembre de 2009.–El 
Secretario General Técnico del Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
Antonio Cosano Pérez.
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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Recursos de inconstitucionalidad

Recurso de inconstitucionalidad nº 
2964-2009, en relación con la Ley de la 
Comunidad de Madrid 3/2008, de 29 de 
diciembre, de Medidas Fiscales y Adminis-
trativas. («BOE» núm. 246 de 12 de oc-
tubre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por Auto de 29 de septiembre actual, ha 
acordado tener por desistido parcial-
mente al Abogado del Estado en el re-
curso de inconstitucionalidad núm. 
2964-2009 por lo que se refiere al ar-
tículo 28 de la Ley de la Asamblea de 
Madrid 3/2008, de 29 de diciembre, de 
Medidas Fiscales y Administrativas, man-
teniéndose el recurso en cuanto a la im-
pugnación del artículo 12 de la misma 
Ley. Dicho recurso fue admitido a trámite 
por providencia de 21 de abril de 2009 y 
publicada en el «Boletín Oficial del Es-
tado» núm. 104, de 29 de abril de 
2009.

Madrid, 29 de septiembre de 2009.– 
La Secretaria de Justicia del Pleno, Her-
minia Palencia Guerra.

Cuestiones de inconstitucionalidad

Cuestión de inconstitucionalidad 
nº 2155-2009, en relación con artículo 
57.2 del Código Penal, en la redacción 
dada por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 
de noviembre. («BOE» núm. 246 de 12 de 
octubre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 29 de septiembre ac-
tual, ha acordado admitir a trámite la 
cuestión de inconstitucionalidad número 
2155-2009, planteada por el Juzgado de 

lo Penal número 1 de Mataró, en el pro-
cedimiento abreviado núm. 207/2008, 
en relación con artículo 57.2 del Código 
Penal, en la redacción dada por la Ley 
Orgánica 15/2003, por posible vulnera-
ción de los arts. 17, 19, 25, 32, 35 y 39 
de la C.E., y, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 10.1 c) LOTC, en la 
redacción dada por la Ley Orgánica 
6/2007, de 24 de mayo, reservar para sí 
el conocimiento de la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el procedi-
miento abreviado núm. 207/2008 podrán 
personarse ante este Tribunal dentro de 
los quince días siguientes a la publica-
ción del presente edicto.

Madrid, 29 de septiembre de 2009.– 
La Secretaria de Justicia del Pleno, Her-
minia Palencia Guerra.

Cuestión de inconstitucionalidad 
nº 3213-2009, en relación con artículo 
57.2 del Código Penal, en la redacción 
dada por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 
de noviembre. («BOE» núm. 246 de 12 de 
octubre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 29 de septiembre ac-
tual, ha acordado admitir a trámite la 
cuestión de inconstitucionalidad número 
3213-2009, planteada por el Juzgado de 
lo Penal número 4 de Valencia, en el 
juicio oral núm. 462/2008, en relación 
con el artículo 57.2 del Código Penal, en 
la redacción dada por la Ley Orgánica 
15/2003, de 25 de noviembre, por po-
sible vulneración de los arts. 1.1, 10.1, 
18.1, 24.1 y 25.1 de la C.E., y, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 
10.1 c) LOTC, en la redacción dada por 
la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, 
reservar para sí el conocimiento de la 
presente cuestión.
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De conformidad con lo establecido en 
el artículo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el juicio oral 
núm. 462/2008 podrán personarse ante 
este Tribunal dentro de los quince días 
siguientes a la publicación del presente 
edicto.

Madrid, 29 de septiembre de 2009.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

Cuestión de inconstitucionalidad 
nº 4040-2009, en relación con el artículo 
52 de la Ley de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco 18/1997, de 21 de no-
viembre, de Ejercicio de las Profesiones 
Tituladas y de Colegios y Consejos Profe-
sionales. («BOE» núm. 246 de 12 de oc-
tubre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 29 de septiembre ac-
tual, ha acordado admitir a trámite la 
cuestión de inconstitucionalidad número 
4040-2009 planteada por la Sección 
Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Supremo, en el 
recurso núm. 7225/2005, en relación con 
el artículo 52 de la Ley del Parlamento 
Vasco 18/1997, de 21 de noviembre, de 
Ejercicio de las Profesiones Tituladas y de 
Colegios y Consejos Profesionales, por 
posible vulneración de los arts. 36, 139 y 
149.1.18 de la Constitución, y, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 
10.1 c) LOTC, en la redacción dada por 
la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, 
reservar para sí el conocimiento de la 
presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el procedi-
miento judicial, recurso núm. 7225/2005, 
podrán personarse ante este Tribunal 
dentro de los quince días siguientes a la 
publicación del presente edicto.

Madrid, 29 de septiembre de 2009.– 
La Secretaria de Justicia del Pleno, Her-
minia Palencia Guerra.

Cuestión de inconstitucionalidad 
nº 6725-2009, en relación con el inciso 
inicial del artículo 24.4 de la Ley de la 
Comunidad Autónoma de Aragón 4/1999, 
de 25 de marzo, de Ordenación Farmacéu-
tica de Aragón. («BOE» núm. 250 de 16 
de octubre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 6 de octubre actual, 
ha acordado admitir a trámite la cuestión 
de inconstitucionalidad número 6725-
2009 planteada por la Sección Cuarta de 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo, en el recurso nú-
mero 8/5243/2006, en relación con el 
inciso inicial del artículo 24.4 de la Ley 
de las Cortes de Aragón 4/1999, de 25 de 
marzo, de Ordenación Farmacéutica de 
Aragón, por posible vulneración de los 
artículos 9.3, 14, 36 y 38 de la CE, y, de 
conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 10.1 c) LOTC en la redacción dada 
por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de 
mayo, deferir a la Sala Segunda, a la que 
por turno objetivo le ha correspondido el 
conocimiento de la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el recurso 
número 8/5243/2006 podrán personarse 
ante este Tribunal dentro de los quince 
días siguientes a la publicación del pre-
sente edicto.

Madrid, 6 de octubre de 2009.–La Se-
cretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

Conflictos constitucionales

Conflicto positivo de competencia 
nº 7045-2009, promovido por el Go-
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bierno de la Comunidad de Madrid, en 
relación con Real Decreto 366/2009, de 
20 de marzo, por el que se modifica el 
Real Decreto 1472/2007, de 2 de no-
viembre, por el que se regula la renta 
básica de emancipación de los jóvenes. 
(«BOE» núm. 246 de 12 de octubre de 
2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 29 de septiembre ac-
tual, ha admitido a trámite el conflicto 
positivo de competencia número 7045-
2009, promovido por el Gobierno de la 
Comunidad de Madrid, en relación con 
Real Decreto 366/2009, de 20 de marzo, 
por el que se modifica el Real Decreto 
1472/2007, de 2 de noviembre, por el 
que se regula la renta básica de emanci-
pación de los jóvenes, y de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 10.2 LOTC, 
en la redacción dada por la Ley Orgánica 
6/2007, de 24 de mayo, atribuir a la Sala 
Segunda, a la que por turno objetivo le ha 
correspondido el conocimiento del pre-
sente conflicto.

Madrid, 29 de septiembre de 2009.– 
La Secretaria de Justicia del Pleno, Her-
minia Palencia Guerra.

Conflicto positivo de competencia 
nº 7604-2009, promovido por el Go-
bierno de la Generalidad de Cataluña, en 
relación con la Orden SAS/1352/2009, 
de 26 de mayo, por la que se establecen 
las bases reguladoras y se convoca la con-
cesión de subvenciones para la realización 
de programas de cooperación y volunta-
riado sociales con cargo a la asignación 
tributaria del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas. («BOE» núm. 246 de 
12 de octubre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 29 de septiembre ac-
tual, ha admitido a trámite el conflicto 
positivo de competencia núm. 7604-
2009, promovido por el Gobierno de la 

Generalidad de Cataluña en relación con 
la Orden SAS/1352/2009, de 26 de mayo, 
por la que se establecen las bases regula-
doras y se convoca la concesión de sub-
venciones para la realización de pro-
gramas de cooperación y voluntariado 
sociales con cargo a la asignación tribu-
taria del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas.

Madrid, 29 de septiembre de 2009.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

Conflicto positivo de competencia 
nº 7605-2009, promovido por el Go-
bierno de la Generalidad de Cataluña, en 
relación con diversos artículos de la Orden 
ARM/1593/2009, de 5 de junio, por la 
que se establecen las bases reguladoras 
para la concesión de subvenciones a aso-
ciaciones declaradas de utilidad pública y 
fundaciones adscritas al protectorado del 
Ministerio de Medio Ambiente, y Medio 
Rural y Marino para fines de interés social 
de carácter medioambiental. («BOE» núm. 
246 de 12 de octubre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 29 de septiembre ac-
tual, ha admitido a trámite el conflicto 
positivo de competencia número 7605-
2009, promovido por el Gobierno de la 
Generalidad de Cataluña, en relación 
con los artículos 1, 2, 3, 5, 7, 8, 13, y 
disposición final primera de la Orden 
ARM/1593/2009, de 5 de junio, por la 
que se establecen las bases reguladoras 
para la concesión de subvenciones a aso-
ciaciones declaradas de utilidad pública 
y fundaciones adscritas al protectorado 
del Ministerio de Medio Ambiente, y 
Medio Rural y Marino para fines de in-
terés social de carácter medioambiental.

Madrid, 29 de septiembre de 2009.– 
La Secretaria de Justicia del Pleno, Her-
minia Palencia Guerra.
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Conflicto positivo de competencia 
nº 7869-2009, en relación con el Real 
Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre 
gestión de los residuos de las industrias 
extractivas y de protección y rehabilita-
ción del espacio afectado por actividades 
mineras en su conjunto. («BOE» núm. 250 
de 16 de octubre de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 6 de octubre actual, 
ha admitido a trámite el conflicto positivo 
de competencia número 7869-2009, pro-
movido por la Junta de Galicia, en rela-
ción con el Real Decreto 975/2009, de 
12 de junio, sobre gestión de los residuos 
de las industrias extractivas y de protec-
ción y rehabilitación del espacio afectado 
por actividades mineras en su conjunto y, 
en todo caso, los artículos 2, 3.4, 4, 5, 
6.3, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 17.2, 
los números 1.º y 2.º del apartado b) del 
artículo 18, 19.3 y 4, 22.3, 24.2, 27.3, 
28, menos el párrafo primero, 30.3, 31, 
32.2, 3 y 4, 33.3 y 4, 36, 37.4, párrafo 
segundo, 38, párrafo segundo, 42.2, 3 y 
4, 43.3 y 4, 44, 45 y 46, así como de las 
disposiciones adicionales segunda, ter-
cera y cuarta, y las disposiciones transito-
rias segunda y tercera y del anexo III.

Madrid, 6 de octubre de 2009.–La Se-
cretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

TRIBUNAL SUPREMO

Sentencias

Sentencia de 17 de julio de 2009, de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la 
que se establece la siguiente doctrina: «El 
módulo temporal de referencia que debe 
utilizarse para determinar la cuantía de la 
pensión de viudedad por Clases Pasivas 
del ex cónyuge por divorcio o nulidad de 
matrimonio así como la del cónyuge ac-

tual de un funcionario, cuando el falleci-
miento del causante de los derechos se 
haya producido con anterioridad al mo-
mento de alcanzar la edad de jubilación o 
retiro forzoso, debe tomarse desde la ce-
lebración del matrimonio hasta la fecha en 
que el causante hubiese alcanzado la edad 
de jubilación o retiro». («BOE» núm. 244 
de 9 de octubre de 2009.)

En el recurso de casación en interés de 
la Ley n.º 50/2007, interpuesto por el 
Abogado del Estado, la Sala Tercera (Sec-
ción Séptima) del Tribunal Supremo ha 
dictado sentencia,

en fecha 17 de julio de 2009, que con-
tiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

1.  Estimando el recurso de casación 
en interés de ley número 50/2007 inter-
puesto por el Abogado del Estado, contra 
la sentencia dictada por el Tribunal Supe-
rior de Justicia de Madrid de fecha 30 de 
mayo de 2007, recaída en el recurso 
contencioso-administrativo número 
880/2004,y respetando la situación jurí-
dica individualizada derivada de la sen-
tencia, demos establecer la siguiente doc-
trina: «El módulo temporal de referencia 
que debe utilizarse para determinar la 
cuantía de la pensión de viudedad por 
Clases Pasivas del ex cónyuge por di-
vorcio o nulidad de matrimonio así como 
la del cónyuge actual de un funcionario, 
cuando el fallecimiento del causante de 
los derechos se haya producido con an-
terioridad al momento de alcanzar la 
edad de jubilación o retiro forzoso, debe 
tomarse desde la celebración del matri-
monio hasta la fecha en que el causante 
hubiese alcanzado la edad de jubilación 
o retiro».

2.  No ha lugar a hacer expresa impo-
sición de las costas procesales.

3.  Publíquese este fallo en el «Bo-
letín Oficial del Estado» a los efectos pre-
vistos en el artículo 100.7 de la Ley 
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29/1988, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso administrativa.

Así por esta nuestra sentencia, lo pro-
nunciamos, mandamos y firmamos.

Presidente: Excmo. Sr. D. Juan José 
González Rivas; Magistrados: Excmo. Sr. 
D. Nicolás Maurandi Guillén; Excmo. Sr. 
D. Pablo Lucas Murillo de la Cueva; 
Excmo. Sr. D. José Díaz Delgado; Excmo. 
Sr. D. Enrique Cancer Lalanne.

Sentencia de 10 de julio de 2009, de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la 
que se desestima la cuestión de ilegalidad 
planteada por la Sala de lo Contencioso-
Administrativo (sección segunda) del Tri-
bunal Superior de Justicia de Castilla-La 
Mancha, en relación con lo dispuesto en el 
artículo 332 del Reglamento del Dominio 
Público Hidráulico, aprobado por Real De-
creto 849/1986, de 11 de abril. («BOE» 
núm. 250 de 16 de octubre de 2009.)

En la cuestión de ilegalidad número 
12/2008, planteada por la Sección Se-
gunda de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Castilla-La Mancha, la Sala Ter-
cera (Sección Quinta) del Tribunal 
Supremo, ha dictado sentencia, en fecha 
10 de julio de 2009, que contiene el si-
guiente fallo:

FALLO

Que desestimamos la cuestión de ile-
galidad planteada por la Sala de lo Con-
tencioso- Administrativo (Sección Se-
gunda) del Tribunal Superior de Justicia 
de Castilla-La Mancha en el recurso con-
tencioso-administrativo número 
356/2004, respecto del artículo 332 del 
Reglamento de Dominio Público Hidráu-
lico, aprobado por Real Decreto 
849/1986, de 11 de abril.

Esta sentencia, una vez que sea firme, 
se comunicará a la Sala de lo Conten-

cioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Castilla-La Mancha y la 
parte dispositiva deberá publicarse en el 
«Boletín Oficial del Estado», a los efectos 
previstos en el artículo 72.2, en relación 
con el 126.2, de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa.

Se adoptarán cuantas medidas sean 
necesarias para cumplimentar este man-
dato. No hacemos imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que de-
berá insertarse por el Consejo General 
del Poder Judicial en la publicación ofi-
cial de jurisprudencia de este Tribunal 
Supremo, definitivamente juzgando lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.–
Presidente: Excmo. Sr. don Mariano de 
Oro-Pulido y López; Magistrados: Excmo. 
Sr. don Pedro José Yagüe Gil; Excmo. Sr. 
don Jesús Ernesto Peces Morate; Excmo. 
Sr. don Rafael Fernández Valverde; 
Excmo. Sr. don Eduardo Calvo Rojas; 
Excma. Sra. doña María del Pilar Teso 
Gamella.

Sentencia de 16 de julio de 2009, de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la 
que se desestima la cuestión de ilegalidad 
planteada por la Sala de lo Contencioso-
Administrativo (sección segunda) del Tri-
bunal Superior de Justicia de Castilla-La 
Mancha, en relación con lo dispuesto en el 
artículo 332 del Reglamento del Dominio 
Público Hidráulico, aprobado por Real De-
creto 849/1986, de 11 de abril. («BOE» 
núm. 250 de 16 de octubre de 2009.)

En la cuestión de ilegalidad número 
14/2008, planteada por la Sección Se-
gunda de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Castilla-La Mancha, la Sala Ter-
cera (Sección Quinta) del Tribunal 
Supremo, ha dictado sentencia, en fecha 
16 de julio de 2009, que contiene el si-
guiente fallo:
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FALLO

Que desestimamos la cuestión de ile-
galidad planteada por la Sala de lo Con-
tencioso- administrativo (Sección Se-
gunda) del Tribunal Superior de Justicia 
de Castilla-La Mancha en el recurso con-
tencioso administrativo número 551/2004, 
respecto del artículo 332 del Reglamento 
de Dominio Público Hidráulico, apro-
bado por Real Decreto 849/1986, de 11 
de abril.

Esta sentencia, una vez que sea firme, 
se comunicará a la Sala de lo Conten-
cioso Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Castilla-La Mancha y la 
parte dispositiva deberá publicarse en el 
«Boletín Oficial del Estado», a los efectos 
previstos en el artículo 72.2, en relación 
con el 126.2, de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso- administrativa.

Se adoptarán cuantas medidas sean 
necesarias para cumplimentar este man-
dato. No hacemos imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que de-
berá insertarse por el Consejo General 
del Poder Judicial en la publicación ofi-
cial de jurisprudencia de este Tribunal 
Supremo, definitivamente juzgando lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.–
Presidente: Excmo. Sr. don Mariano de 
Oro-Pulido y López; Magistrados: Excmo. 
Sr. don Pedro José Yagüe Gil; Excmo. Sr. 
don Jesús Ernesto Peces Morate; Excmo. 
Sr. don Rafael Fernández Valverde; 

Excmo. Sr. don Eduardo Calvo Rojas; 
Excma. Sra. doña María del Pilar Teso 
Gamella.

MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES 
Y COOPERACIÓN

Acuerdos internacionales

Entrada en vigor del Acuerdo Marco 
de Cooperación en materia de inmigra-
ción entre el Reino de España y la Re-
pública de Mali, hecho «ad referendum» 
en Madrid el 23 de enero de 2007. 
(Publicado en el «BOE» núm. 252 de 19 
de octubre de 2009.)

MINISTERIO DE JUSTICIA

Juzgados de Paz

Orden JUS/2702/2009, de 25 de sep-
tiembre, por la que se publica el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 31 de julio de 
2009, por el que se fija el módulo para la 
distribución del crédito que figura en los 
Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2009, destinado a subvencionar los 
gastos de funcionamiento de los juzgados 
de paz. (Publicada en el «BOE» núm. 242 
de 7 de octubre de 2009.)
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